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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Gonzalo Civila. 


MIEMBROS: Señores Representantes Alfredo Asti, Jorge Gandini, Benjamín Irazábal, Gonzalo 
Mujica, Gustavo Penadés, Iván Posada, José Querejeta, Diego Reyes, Conrado 
Rodríguez y Sebastián Valdomir. 


INVITADOS: Por la Asociación Nacional de Empresas de Transporte Carretero por Autobús 
(ANETRA) señor Walter Sosa, Presidente; señor Alejandro Hernández, Secretario; 
escribano Hugo Luraschi, Secretario Ejecutivo, y doctor Tomás Gagliardi, 
integrante del Grupo 12. 


Por la Confederación Empresarial del Uruguay (CEDU) señor Miguel Feris, 
Presidente; señor Julio César Paillex, Directivo y doctor Julio Facal, asesor. 


Por el Centro de Almaceneros Minoristas, Baristas, Autoservicistas y Afines del 
Uruguay (CAMBADU) señores Mario E. Menéndez, Presidente; Daniel Fernández, 


Vicepresidente; Daniel Del Castillo y Fernando Fernández, Vocales del Consejo 
Directivo, y contador Adrián Cabrera, Gerente General. 


SECRETARIO: Señor Eduardo Sánchez. 


PROSECRETARIA: Señora Patricia Fabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Gonzalo Civila).- Está abierto el acto. 
Dese cuenta del asunto entrado: 


“Dip. Alfredo Asti. Palabras Media Hora Previa, sesión de 4/4/2017, referidas a la necesidad de elaborar 
normas legales que habiliten la sanción administrativa de todos aquellos profesionales que no cumplan con su 
deber. (A la Carpeta 13/2015). 


(Se distribuyó por correo electrónico con fecha 24/4/2017)”. 


La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación de Anetra -Asociación Nacional de Empresas de 
Trasporte Carretero por Autobús- integrada por el señor Walter Sosa, presidente; señor Alejandro Hernández, 
secretario; escribano Hugo Luraschi, secretario ejecutivo; y el doctor Tomás Gagliardi, integrante del Grupo 
12. 


Anetra solicitó ser recibida por esta Comisión debido a que se está analizando el proyecto sobre regulación 
de tarjetas de crédito. 


SEÑOR SOSA (Walter).- Saludamos al señor presidente, a los integrantes de la Comisión de Hacienda y a 
todos los funcionarios. 


Hoy nos acompaña el doctor Tomás Gagliardi, integrante del Grupo 12, que es la otra asociación que nuclea 
empresas de transporte de pasajeros. 


Vamos a leer un memorándum que hemos traído y les dejaremos una copia para que luego puedan 
analizarlo. 


La promulgación de la ley de inclusión financiera trajo como consecuencia un importante incremento en la 
utilización de los medios electrónicos de pago. Uno de los sectores en los que este aumento se vio con mayor 
nitidez ha sido el del transporte de pasajeros por carretera, actividad en la que la utilización de estos 
mecanismos pasó del 4% aproximadamente a un 28% durante el último año y medio. 


Si bien las empresas concesionarias que cumplen estos servicios reconocen que las nuevas herramientas 
electrónicas operan como mecanismos eficientes de comercialización, recuerdan que nuestra actividad es el 
ejercicio de un servicio público que cumple un prestador privado. Es decir, es un servicio que está altamente 
regulado desde su forma de prestación hasta el precio que se debe cobrar por esa prestación, lo que 
comúnmente llamamos tarifa. 


Por lo tanto, la utilización de los medios electrónicos de pago en una actividad tarifada provoca una 
incidencia negativa directa en su ecuación económica. Se trata de que la ley de inclusión financiera determina 
que un intermediario intervenga en la relación comercial empresa- usuario sin aportar absolutamente nada y 
obtenga una ganancia importante, al tiempo que la empresa prestadora del servicio de transporte, quien 
asume todos los riesgos derivados e implícitos de esta actividad, está legalmente imposibilitada de trasladar 
ese nuevo costo al precio final de sus servicios. 


Actualmente las empresas del sector están abonando aranceles de hasta 2,5 en tarjetas de débito y hasta 5,5 
en tarjetas de crédito. A eso debe agregarse el costo de la infraestructura necesaria para utilizar esos medios 
electrónicos de pago y el tiempo que las entidades emisoras tardan en abonar el dinero que se recauda con la 
venta de pasajes, promedio noventa días después de realizada la transacción. 


Todos los análisis que se están realizando indican que la utilización de los medios electrónicos de pago en el 
sector va a seguir incrementándose en forma exponencial y sostenida, y que un lapso máximo de dos años 
más del 75% de las ventas de pasajes se realizará con la intervención de uno de estos medios electrónicos. 


Se han realizado varias reuniones con técnicos y autoridades de los Ministerios de Economía y Finanzas y 
de Transporte y Obras Públicas. Si bien en esta última Secretaría de Estado se encontró receptividad a la 
preocupación, en el Ministerio de Economía y Finanzas la solución que se nos sugirió fue que las empresas 
no acepten más tarjetas de crédito, lo que parece una actitud inaceptable para una actividad que está 


realizando una fuerte inversión en tecnología, instalando plataformas virtuales de ventas para brindar mejor y 
más cómodo servicio al usuario del sistema. 


En este contexto, la Asociación decidió informar a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados que 
apoya la iniciativa de limitar los aranceles mediante una disposición legal y que está totalmente de acuerdo 
con que los máximos que se permitan sean de 0,5 para las tarjetas de débito y 1,5 para las tarjetas de crédito. 
En este sentido, se permite sugerir a esta Comisión, que además del alcance y contenido del proyecto de ley 
que tiene a su consideración, también tenga en cuenta el proyecto que por el mismo tema fue oportunamente 
presentado por otro señor diputado, dado que contiene insumos que resultan de mucho interés para el sector, 
por ejemplo, la generalización de las promociones y la posibilidad de la cesión de derechos sin costos para 
las empresas cedentes. 


Les agradecemos sinceramente la oportunidad de realizar esta presentación. Quedamos a sus órdenes para 
evacuar cualquier duda o consulta. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- De acuerdo con la presentación que han hecho, entiendo que hay dos temas que se 
entremezclan y es conveniente separarlos. La ley de inclusión financiera tiene como objetivo fundamental 
promover el uso del débito como medio de pago pero, obviamente, manteniendo la opción de la tarjeta de 
crédito. 


Ustedes han hecho algunas afirmaciones que no corresponden, por ejemplo, con respecto al plazo del 
débito. El débito tiene cuarenta y ocho horas, y se está liquidando en veinticuatro. Inclusive, hemos recibido 
autoridades del Ministerio y del Banco Central que nos han dicho que se está trabajando para que en poco 
tiempo la acreditación de los importes del débito sea prácticamente en línea. También se está trabajando para 
continuar bajando los aranceles que, según nos han informado desde el Ministerio y desde el Banco Central, 
están en 2,2 como máximo y su promedio es menor de 2 en todas las operaciones de débito. Reitero que en 
este momento la acreditación se realiza en veinticuatro horas. Noventa días quizá sea para las tarjetas de 
crédito, sobre las que también se está trabajando. 


No sé si ustedes han tenido acceso a la versión taquigráfica de la sesión en la que comparecieron las 
autoridades del Banco Central y del Ministerio de Economía y Finanzas, pero en ellas podrán constatar que 
se tiende a que, a través del acuerdo, se pueda llegar a logros como los que se han obtenido hasta ahora, y aún 
mayores, en función del aumento del nivel operaciones. 


Por lo tanto, deberíamos diferenciar entre débito y crédito. Como se ha planteado, las empresas tienen la 
opción de utilizar ambos instrumentos de pago electrónico que, obviamente, tienen distintas características. 
Una vez montada la infraestructura necesaria, como ahora es interoperable, se puede utilizar para todos los 
medios de pago electrónicos. Reconozcamos que tiene algunas ventajas como la disminución del uso de 
efectivo y lo que esto significa en la seguridad, en el transporte. 


Como el servicio que ustedes prestan es regulado, entiendo que merece una consideración especial, pero no 
en el marco de una ley general. 


Esto es lo que quería plantear. 
SEÑOR MUJICA (Gonzalo).- ¿Cuál es el proyecto al que se refiere el texto, a los efectos de identificarlo? 
SEÑOR SOSA (Walter).- Hablo de la iniciativa del senador Delgado. 


SEÑOR MUJICA (Gonzalo).- Me interesa que nos dejen información general acerca de la cobertura que hace 
esta Asociación con respecto al transporte carretero por autobús. Estamos hablando de cuántas empresas, 
cuántos funcionarios y de qué volumen de actividad tienen, es decir, si podemos tener algunos elementos 
cuantitativos para evaluar su magnitud. 


SEÑOR SOSA (Walter).- Podemos hacer llegar mayor información por otra vía. Esta delegación está 
representando el cien por ciento del transporte de pasajeros del Uruguay. Anetra nuclea aproximadamente un 
85% y el doctor Gagliardi que representa el Grupo 12, es el otro porcentaje. Tenemos información acerca de 
los kilómetros recorridos por mes, del número de pasajeros transportados. 


SEÑOR LURASCHI (Hugo).- La Asociación Nacional de Empresas de Transporte por Carretera por Autobús 
(Anetra) nuclea 8.500 puestos directos de trabajo, 12.500 puestos indirectos de trabajo; tiene una flota de 
aproximadamente 1.200 ómnibus con un promedio de antigijedad de siete años, porque están obligados a 
renovarlos periódicamente a través del mecanismo de fideicomiso. Además, recorre 11.000.000 de 
kilómetros, y en 2016 se vendieron ochenta y siete millones de pasajes. 


En este contexto, la intervención de un nuevo socio en la intermediación comercial entre empresa y 
pasajero, ustedes pueden sacar las cuentas. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su comparecencia a esta Comisión y tendremos en consideración su 
aporte a los efectos del estudio de este proyecto. 


(Se retira de sala la delegación de Anetra) 


(Ingresa a sala una delegación de la Confederación Empresarial del Uruguay) 


Tenemos el gusto de recibir a una delegación de la Confederación Empresarial del Uruguay, integrada 
por su presidente, señor Miguel Feris, su director Julio César Paillex y el doctor Julio Facal, quienes se 
referirán al tema de la regulación del sistema de tarjetas de crédito que esta Comisión está tratando. 


SEÑOR FERIS (Miguel).- En representación de la Confederación Empresarial del Uruguay, que nuclea a las 
empresas del interior, pedimos esta entrevista a efectos de plantear la necesidad de encontrar un mecanismo 
-una ley- que nos permita regular y mejorar lo que hoy estamos tratando: los aranceles en las tarjetas de 
crédito y débito a efectos de mejorar lo que está pasando dentro de lo que son las transacciones y el 
comercio. 


Las transacciones han ido aumentando y entendemos necesario mejorar lo que hoy se discute, que es la 
rentabilidad. Las tarjetas de crédito o débito son parte de la necesidad de comercializar. Por lo tanto, quiero 
dejar en claro que entendemos que la herramienta es muy buena y que la ley de inclusión financiera también 
tiene aspectos muy buenos, pero hay algunos que han quedado en el debe; uno de ellos es regular o buscar 
mecanismos que nos permitan tener un mejor resguardo sobre los bancos. 


SEÑOR PAILLEX (Julio César).- Realmente, estamos muy agradecidos con la Comisión por recibirnos para 
escuchar nuestro punto de vista. 


Queremos aprovechar la oportunidad para focalizar bien cuáles son los temas que tenemos la preocupación 
de que se solucionen con el apoyo y el estudio de todos ustedes. 


La inequidad existente en el tratamiento de los aranceles entre las grandes superficies del Uruguay a las que 
en las transacciones con créditos se les cobra un máximo del 1%, por medio de los bancos y sellos emisores, 
y nosotros -el 99,5% de los comercios de todo el país- que se nos cobra el 4,5 en las transacciones contado y 
el 4,9 más IVA en las transacciones de crédito. En las transacciones con tarjeta de débito a las grandes 
superficies se les cobra el 0,5% y a nosotros, en general, el 2,2%, excepto las microempresas o 
microemprendimientos que se les cobra el 2%, más IVA. 


Desde nuestro punto de vista, esto viola los principios básicos con los cuales nos hemos criado todos los 
uruguayos, como el principio de igualdad y de equidad, y se contrapone con lo que la gran mayoría de los 
uruguayos queremos: que el que pague más sea quien tiene más y no que el que tiene menos sea el que pague 
más. 


El presidente del Banco Central dijo en esta Comisión algo que nos preocupó, y también lo señaló a la 
salida. Él salió a decir que si se regulaba mediante una ley el pago de los aranceles, el negocio iba a dejar de 
ser interesante para los bancos. Ahora nosotros preguntamos: el país, sus legisladores, nuestros gobernantes 
¿se tienen que preocupar y ocupar por defender la rentabilidad de los bancos en detrimento del 99,5% de los 
comercios del Uruguay? 


En el caso de que tuvieran que salir a defender a los bancos, sería bueno que nos dijeran claramente: “Sí, la 
rentabilidad de los bancos la van a pagar todos: los micro, pequeños y medianos comerciantes pagando una 
tasa diferencial enormemente diferente a la que pagan las grandes superficies y eso no nos importa que se 
regule”. 


Por lo tanto, nosotros no creemos en eso y nos parece que la solución es reglamentar el máximo de cobro de 
aranceles, tanto de tarjetas de crédito como de débito, mediante una ley. Hoy por hoy, los bancos y los sellos 
emisores están ejerciendo una posición dominante y leonina en la negociación que tendría que ser entre 
privados. Cuando hay algún actor que tiene tanta fortaleza como los bancos y los sellos emisores, la 
negociación se hace imposible por las vías normales si no hay una ley que nos respalde. 


SEÑOR FACAL (Julio).- Voy a analizar los aspectos legales del proyecto de ley que está sobre la mesa. 


Reafirmo lo que dijo el señor Paillex en cuanto a que el presidente del Banco Central declaró que el costo de 
las promociones de los usuarios se llevan a cabo con lo que se cobra por aranceles, lo que significa reconocer 
que este negocio con el que se beneficia a los usuarios, en definitiva, lo financian los comercios, que son los 
que pagan el arancel. Por eso, se ha hecho mención al principio de equidad y de igualdad de comercio que 
establece la Constitución. 


Me voy a referir a tres aspectos 


En primer lugar, voy a analizar la importancia de legislar; en segundo término, los aspectos que contiene el 
proyecto de ley y, en tercer lugar, las críticas que han realizado en este ámbito las autoridades del Banco 
Central y de la Asociación de Bancos Privados del Uruguay con respecto al proyecto de ley. 


En el año 2011 me tocó trabajar en esta iniciativa como técnico junto con algunos legisladores que están 
presentes e incluso con representantes del Ministerio de Economía y Finanzas. O sea que vemos con buenos 
ojos que el proyecto de ley tenga nuevamente tratamiento parlamentario. Fue un trabajo arduo que involucró 
a la Universidad de la República en lo que hace al capítulo que refiere al usuario y recuerdo que la doctora 
Dora Szafir también trabajó en el proyecto. No obstante, seguramente, es necesario un aggiornamiento con 
respecto a algunas normas, por ejemplo en la parte arancelaria, ya que los comerciantes están proponiendo 
topear aún más los aranceles de acuerdo con la realidad actual. 


La importancia de legislar está ligada a la evolución que ha tenido el sistema de tarjetas de crédito. Se dice 
que se trata de un negocio entre privados, pero nosotros lo negamos rotundamente, porque actualmente el 
sistema pasa por los bancos que fidelizan a la clientela y se complejiza porque el sello emisor contacta al 
comercio, el banco contacta al usuario y se generan relaciones jurídicas mucho más complejas. Además, hoy 
tenemos la ley de inclusión financiera que agrava aún más la situación, porque otorga a las entidades 
financieras el servicio financiero de la población. Es como si el Estado le concediera la población en 
exclusividad y el monopolio de un servicio, sin cobrar nada, a un oligopolio conformado por cuatro o cinco 
entidades financieras, que indudablemente toma las decisiones de manera corporativa y esto está claro porque 
la negociación siempre se hace a través de la Asociación de Bancos Privados del Uruguay y no mediante un 
sello emisor o un banco en particular. 


Asimismo, desde que este sistema está en manos de los bancos tiene carencias que han sido denunciadas por 
usuarios y por comercios. Es decir que las dos puntas de esta relación jurídica comercial han denunciado 
carencias que el Estado ha tratado de solucionar. Los usuarios denunciaban los altos intereses, la falta de 
información, el vale en blanco y los intereses bonificables. Esto en cierta medida ha sido solucionado por la 
circular N* 2016 del Banco Central que regula el derecho a la información y el vale en blanco para que no 
pueda circular, más allá de que las entidades de defensa del consumidor siguen pensando que el vale en 
blanco tal como está constituido es contrario a la ley de defensa del consumidor. Por eso, en este proyecto de 
ley, en el capítulo relativo al usuario, se establece que el vale en blanco es ilegal. 


Por otro lado, los comercios se quejan de los altos aranceles y del abuso de la posición dominante, como 
dijo el señor Paillex. Hay una posición dominante en el mercado y no hay mecanismos sustitutivos ya que el 
comercio no puede elegir no vender con tarjetas de crédito. A mí me hace gracia cuando se dice que la ley de 
inclusión financiera establece la libertad de aceptar tarjetas de crédito. Eso es una falacia jurídica. El artículo 
64 fue reformado en enero a raíz de que interpusimos un recurso de inconstitucionalidad, porque se afirmaba 
que el comerciante era libre de aceptar, nosotros decíamos que no y que, por lo tanto, se violaba la libertad de 


comercio. Entonces, este Parlamento aprobó una modificación agregando al artículo 64 la expresión “en caso 
de aceptar”. El artículo 64 de la ley de inclusión financiera dice que en caso de aceptar no es libre de 
establecer mínimos ni máximos, ni de trasladar el costo al usuario. Esto es una verdadera aberración jurídica 
porque se coarta la libertad y la igualdad del comerciante. 


Por lo tanto, la ley de inclusión financiera, lejos de solucionar los problemas que plantean los comerciantes, 
los encorseta aún más. Es decir que cede los servicios a los bancos sin cobrar, ya que el Poder Ejecutivo 
debería establecer y regular los precios de esos servicios o sea los aranceles, pero como no lo hace está muy 
bien que, por razones de interés general, una ley no regule precios, sino que ponga un tope a los aranceles, de 
la misma forma que lo hace la ley de usura para evitar abusos de derecho o distorsiones en el mercado. Eso es 
lo que pretende el proyecto de ley de tarjetas se crédito y nos parece muy bien que esto se tome en cuenta, 
porque el Estado está omiso al haber entregado el servicio en exclusividad al oligopolio conformado por las 
entidades financieras, no cobrando ni regulando los aranceles de las tarjetas de crédito. 


En definitiva, quería señalar la importancia de que haya una ley que regule todas las puntas de la relación 
jurídico comercial. No se trata de una relación entre privados ni que el mercado se autorregule, sino que 
estamos hablando de un medio de pago que sustituye el crédito y se pone al mismo nivel que el papel 
moneda. Además, actualmente, todos los ciudadanos están obligados a contratar con una entidad de 
intermediación financiera, porque por ejemplo las compraventas de inmuebles pueden ser nulas si no se 
realizan a través de un banco. Por lo tanto, se nos obliga a contratar con una entidad bancaria. 


Esta ley es necesaria por razones de interés general. Los contratos de tarjetas de crédito dejaron de ser 
innominados, porque es el sustitutivo de la moneda de acuerdo con la ley de inclusión financiera. 
Entendemos que el Estado debe regular, porque cuando hay razones de interés general debe intervenir. 


Por otra parte, entendemos que los contenidos están muy bien distribuidos en el proyecto. En el primer 
capítulo se establecen las definiciones y se han hecho algunas correcciones que comparto. Falta un actor que 
es el sello emisor, que estuvo presente en algún proyecto de ley en el que nos tocó trabajar en el período 
pasado. Es decir que los actores son cuatro: el sello emisor que contrata los comercios; el banco emisor que 
contacta al usuario; el usuario, y el adicional. El proyecto plantea la relación entre el comercio y el sello 
emisor, y nos parece correcto. 


En el capítulo referente a la relación con el comercio se regulan los aspectos más importantes para los 
comerciantes. Uno de ellos es que el contrato pase por una visión objetiva y se le asigna legislativamente a la 
Comisión de Promoción y Defensa de la Competencia la posibilidad de establecer si ese contrato contiene o 
no prácticas abusivas para los comercios. Nosotros pensamos que eso está dentro de las atribuciones de la 
Comisión de Promoción y Defensa de la Competencia, que no hace un control de legalidad, sino que 
recomienda y asesora como establece la Ley N* 18.159. Decimos esto porque una de las críticas que se le 
hizo a este proyecto de ley de parte de la Asociación de Bancos Privados del Uruguay es que la Comisión de 
Promoción y Defensa de la Competencia no tiene atribuciones, y nosotros creemos que es algo infundado. 
Pensamos que sí las tiene y basta remitirse a la ley de promoción y defensa de la competencia, que establece 
que puede asesorar y recomendar. Por supuesto que no puede hacer un control de legalidad, sino que 
simplemente puede dar el visto bueno a los contratos que terminan siendo abusivos, porque el comerciante se 
somete a esa contratación de los bancos ya que no tiene mecanismos sustitutivos y no le queda otra que 
vender con tarjetas de crédito. Entonces, no se puede optar. Se podrá decir que es un asunto que tiene que ver 
con la defensa de la competencia, pero eso depende del Ministerio de Economía y Finanzas y del Poder 
Ejecutivo, por lo tanto, el Estado no está ajeno. En definitiva, el comercio no puede optar por tarjeta de 
crédito. 


Además, se establece la responsabilidad del sello emisor frente al comercio en cuanto al contralor de la 
firma y la identidad del usuario. Asimismo, se regulan las promociones en pie de equidad y esto nos parece 
muy importante. Pensamos que más allá de que las promociones puedan estar reguladas, actualmente no se 
desarrollan en pie de igualdad. En ese sentido, recordamos las manifestaciones de los representantes de la 
Cámara Uruguaya de Importadores de Máquinas de Oficina e Informática en cuanto a que el día en el que 
Mosca Hnos hacía una promoción de máquinas de oficina, les convenía más comprar a ese comercio que al 
distribuidor. Esto nos pega fuerte y es así. Cuando se hace el 30% de descuento cierto día en determinado 
restaurante, los otros restaurantes no tienen la misma posibilidad de vender. 


Este proyecto también regula el POS y establece la posibilidad de un título ejecutivo en caso de que el sello 
no pague en tiempo y forma al comercio, y se ha puesto el grito en el cielo porque los bancos pueden quedar 
embargados. Los bancos son entidades que pueden quedar embargadas al igual que un comercio o cualquier 
persona física o jurídica en esta sociedad. O sea que ante el incumplimiento, se establece una forma más 
rápida de obtener el cobro por parte de los comercios, y se regulan los plazos para los pagos. Por lo tanto, 
pensamos que en el capítulo referido al comercio se solucionan en gran medida muchos de los reclamos que 
han hecho los comercios que no estaban contemplados en esta relación jurídica. 


Otro de los aspectos a tener en cuenta es la relación del usuario con el emisor. Es cierto que en este capítulo 
no se hace otra cosa que incorporar normas existentes. Esto se ha criticado, pero tiene una razón de ser. Este 
capítulo recopila la normativa aislada, como la circular N* 2016 de derecho a la información del Banco 
Central, la ley N* 17.250 de defensa del consumidor y la ley de habeas data, y soluciona problemas que el 
usuario continuaba teniendo como por ejemplo los seguros de vida impuestos en forma arbitraria sin su 
consentimiento. Pensamos que esto es totalmente contrario a la ley de defensa del consumidor. También hay 
problemas en cuanto a los intereses bonificables y el vale en blanco. O sea que además de aggiornar la 
normativa y recopilarla para que el usuario pueda utilizarla a efectos de reconocer sus derechos, soluciona en 
gran parte problemas que aún siguen existiendo. 


La cuestión de la responsabilidad del emisor frente al usuario todavía no ha quedado solucionada. Todos 
conocemos las grandes publicidades que hacen los bancos con respecto al fraude y al robo de la tarjeta. A mi 
entender, el hurto de la tarjeta, la clonación y la fuga de información electrónica es responsabilidad exclusiva 
del emisor. No puede ser que el usuario tenga que seguir al mozo del bar hasta la caja para ver si le clona o 
no la tarjeta; eso es una barbaridad. Lo que hacen las entidades emisoras es tratar de vender los seguros como 
si el culpable de la clonación fuera el usuario, a pesar de que es responsabilidad del emisor brindar al usuario 
un sistema seguro. Lo mismo ocurre con los seguros de vida sobre saldo deudor. Si la persona al momento de 
fallecer no tiene bienes o los herederos declaran la herencia bajo beneficio de inventario, ¿para qué quieren 
los usuarios un seguro de vida sobre saldo deudor? Sin embargo, se hace obligatorio aludiendo que es algo 
favorable, a pesar de que debería ser opción del usuario. Por lo tanto, pensamos que en este sentido también 
es positivo el proyecto de ley. 


El último capítulo, que refiere a la tarjeta adicional, no fue puesto por capricho. Había entidades de 
intermediación financiera que utilizaban la tarjeta adicional como una práctica extorsiva. La tarjeta adicional 
es aquella que se le extiende a los hijos o al cónyuge del usuario a fin de que con su patrimonio puedan 
acceder a bienes y servicios. Entonces, cuando los chicos cumplían los 18 años, algunas entidades de 
intermediación financiera les enviaban un vale en blanco, que debía ser firmado, y los hacían solidariamente 
responsables con las deudas del titular, aunque no tuvieran patrimonio o, al momento de realizar el contrato, 
no se les hubiera solicitado un recibo de sueldo. 


Esta práctica fue denunciada en el área de defensa al consumidor del Banco Central, y este nos contestó: “El 
banco tiene que cuidar su negocio”. Entonces, si el banco tiene que cuidar su negocio, nosotros consideramos 
que lo que debe hacer es pedir garantías adicionales al titular y no extorsionar al usuario de la tarjeta 
adicional, porque lejos de ser una práctica de garantía, es una práctica extorsiva. 


Por otra parte, respecto a las críticas realizadas por el Banco Central y la Asociación de Bancos del Uruguay 
quiero decir, en primer lugar, que en materia de sujetos estamos de acuerdo con que falta el sello emisor, lo 
que estaba incluido en uno de los tantos proyectos que se manejaron durante 2011; además, creo que 
actualmente hay algunos proyectos sobre la mesa que lo incluyen, por lo que consideramos que solo se trata 
de un tema práctico que hay que solucionar. 


Asimismo, se ha sembrado la inconstitucionalidad con respecto a la necesidad de que los aranceles sean 
regulados por ley. Nosotros desechamos de plano este argumento, ya que jurídicamente es irrelevante; 
además, está mal planteado porque, como dijimos anteriormente, estamos ante la concesión o la cesión de un 
servicio que el Estado debió regular y cobrar, y de aranceles que el Poder Ejecutivo debió fijar. Entonces, 
ante esa omisión, lo único que hace el proyecto de ley es fijar los límites ante el abuso de derecho, ya que no 
regula precios. Por lo tanto, este artículo no es inconstitucional, ya que el Poder Legislativo tiene facultades 
para fijar el tope a estos aranceles, que actualmente constituyen un verdadero abuso de derechos para los 
comerciantes. Esto es algo que se hizo en la República Argentina, con un sistema legislativo muy parecido al 
nuestro y sin ninguna consecuencia. 


En realidad, Argentina tiene dos leyes: una que regula el sistema integral de tarjetas de crédito -la relación 
entre los usuarios y la responsabilidad- y otra que regula exclusivamente los aranceles, que cuenta con tres 
artículos; esa es la que se fue modificando y aggiornando, a fin de no tener que modificarse la ley madre. Por 
tanto, se pasó del 10% al 5% y luego al 3%, que es el que figura actualmente. Posteriormente, cuando se iba 
hacia al 1,8%, a través de un acuerdo llevado a cabo entre privados y el gobierno, se bajó paulatinamente al 
1,8% y al 0,8% en crédito y débito, pero si no se cumple con ese acuerdo siempre se cuenta con el tope del 
3%, lo que no ha generado ninguna inconstitucionalidad. 


Por tanto, la Comisión de Defensa de la Competencia, el Banco Central y el Área Defensa del Consumidor 
son organismos que pueden dar el visto bueno y hacer un control de las posibles prácticas abusivas. 


Por otro lado, en materia de promociones, consideramos que la regulación existente no alcanza y que debe 
haber una en materia de equidad; estas son las críticas que se han hecho. 


Asimismo, entendemos que es necesario realizar una recopilación de normas del usuario, como así también 
lo relativo al vale en blanco y al título ejecutivo, lo que ya fundamentamos. 


Por último, nos preocupa que el comerciante no tenga la posibilidad de elegir. Nosotros entendemos que el 
comerciante es libre de elegir si acepta ese medio de pago o no, ya que tiene un costo. En realidad, el hecho 
de que se establezca que el Poder Ejecutivo, por razones de seguridad, erradicará el efectivo de una actividad, 
como pasó con las estaciones de servicio, nos parece una barbaridad desde el punto de vista jurídico, ya que 
eso viola el derecho de igualdad. Decimos esto porque se pensó en la seguridad para las estaciones de 
servicio y no para las farmacias o el supermercado de la esquina; en realidad, esto se presta a que el Poder 
Ejecutivo vaya declarando áreas de interés general y erradique el efectivo. 


En realidad, creo que cuando se tomó esa decisión no se tuvo en cuenta que el medio de pago que, 
alternativamente, le quedaba al comerciante tenía un costo, y que no tenía otra forma que aceptar ese medio 
de pago. Sucede lo mismo cuando se dispone que no se puede establecer una diferenciación entre contado o 
crédito con las tarjetas de débito, o establecer mínimos. 


Es claro que hay artículos con los que los comerciantes pierden dinero, porque dejan un margen de 
rentabilidad entre el 3% y el 6%. Por tanto, no se puede imponer que, en caso de aceptar ese medio de pago, 
no se puede trasladar el costo o establecer un mínimo, porque es claramente ilegal; eso viola la libertad de 
comercio y el principio de igualdad jurídica. 


Estas son las apreciaciones que quería realizar. 
SEÑOR ASTI (Alfredo).- En primer lugar, quiero dar la bienvenida a los integrantes de la delegación. 


Obviamente, como es de estilo en esta Comisión, no vamos a discutir sobre las apreciaciones realizadas, las 
compartamos o no. 


De todos modos, me gustaría referirme al diálogo y los acuerdos que acompañan todo este proceso. 


Recuerdo perfectamente que en la legislatura pasada discutimos un proyecto de ley similar a este, y en ese 
entonces hablamos de las dispersiones, fundamentalmente en las tarjetas de crédito, ya que en ese momento 
era el medio de pago más utilizado; hablamos de un 6% u 7%. Por ejemplo, a algunos hoteles de la zona del 
este se les cobraba el 1%, y a otros de menor dimensión el 7% u 8%. Por tanto, eso se negoció y, de acuerdo a 
lo manifestado por el Banco Central y el Ministerio de Economía y Finanzas, actualmente estamos en un 
4,5% con las tarjetas de crédito, y en un 2%, en promedio, con las de débito. Cabe aclarar que anteriormente 
las tarjetas de débito, si bien se utilizaban muy poco, tenían el mismo arancel que las de crédito. Por 
supuesto, todo eso se logró a través de la negociación y sin legislación de por medio. 


Por otro lado, no había una definición con respecto a los plazos de acreditación, fundamentalmente con las 
tarjetas de débito, y hoy se realiza dentro de las veinticuatro horas de realizada la transacción. Además, de 
acuerdo a lo manifestado por el Banco Central en su comparecencia, la idea es que la acreditación sea 
prácticamente en línea, lo que se podrá realizar de acuerdo al volumen de operaciones. 


Por otra parte, es bueno hacer referencia -la Comisión ha analizado este tema- a que el Poder Ejecutivo 
implementará una serie de medidas para facilitar, mejorar e incentivar el uso de estos medios electrónicos, 
por las razones de interés general que existen y mejorar el sistema de pago, equiparándolo a la región, ya que 
estábamos muy atrasados en ese sentido. Dicho sea de paso, la región, en promedio, tiene aranceles iguales o 
superiores a los que nosotros manejamos; me refiero, fundamentalmente, a lo que sucede en algunos países 
grandes, como Brasil; si bien este país no se puso como ejemplo, sabemos que tiene aranceles mayores a los 
que se manejan en nuestro país. 


Entonces, además de la negociación que se llevó a cabo para llegar a esa reducción del 7% u 8% al 2% 
-teniendo en cuenta lo que promueve la ley de inclusión financiera, que es el débito-, se debe tener en cuenta 
que existe la posibilidad de seguir bajando el porcentaje, en función de que en el mes de mayo se incorporan 
nuevos sujetos a la obligación de operar a través de dinero electrónico; además, se debe tener en cuenta que 
habrá una reducción en el plazo de pago, que se modificaron las retenciones de impuestos que tenían los 
pequeños empresarios por el régimen general -se redujeron del 5% al 2%- y que se eliminaron para los 
incluidos en el literal E) y los monotributistas. 


Por otra parte, hay que tener en cuenta que a los pequeños comercios y a las pequeñas empresas se les 
facilitó el equipamiento y se les subsidió el arrendamiento de POS; además se crearon normas que 
posibilitaran la interoperabilidad, a fin de que no aumentaran más sus costos por el hecho de tener que contar 
con más de un POS. 


Por lo tanto, cuando se critica todo lo que se ha hecho, creo que se deberían poner sobre la mesa todos los 
temas. 


Por supuesto, en la modernización del sistema de pago hay razones de interés general, y es algo que 
defendemos. Por ejemplo, se hizo referencia a la situación de las estaciones de servicio, pero no se hizo un 
correlato de la disminución de los asaltos con violencia en estos establecimientos luego de que se redujo el 
uso de dinero en efectivo, lo que fue reconocido por los directivos de la asociación de propietarios de las 
estaciones de servicio. En realidad, hacía tiempo que no salía en un titular de prensa que una estación de 
servicio había sido asaltada, pero hace menos de cuarenta y ocho horas una lo fue, lo que ocurrió después de 
informarse que estos comercios iban a seguir recibiendo dinero en efectivo durante el día. Sin duda, eso tiene 
mucho que ver con la seguridad, y creo que si este tema no se pone sobre la mesa -que es la primera 
preocupación de la opinión pública-, de alguna manera, no se está visualizando una parte de este tema. 


SEÑOR PAILLEX (Julio César).- Quisiera comentar cómo ha sido este proceso. 


La Confederación Empresarial del Uruguay y todas las gremiales, desde hace dos años, estamos intentamos 
llevar a cabo el camino del diálogo. En ese sentido, nos reunimos con el señor ministro de Economía y 
Finanzas, el contador Astori, y el señor subsecretario, Pablo Ferreri, a fin de plantearles la preocupación que 
tiene el micro, pequeño y mediano comercio del país. 


En todas las reuniones que mantuvimos se nos dijo que esta era una relación entre privados y que el 
gobierno no podía hacer nada al respecto. Entonces, como en la sustentabilidad de la micro, pequeña y 
mediana industria nos va la vida, no nos quedamos quietos y seguimos intentando reunirnos. Por tanto, el año 
pasado, a instancias de la Cámara Nacional de Comercio, logramos llevar a cabo una reunión con el director 
de la Asociación de Bancos del Uruguay, contador Jorge Ottavianelli. En dicha reunión -en la que había 
varias gremiales presentes y se levantó un acta-, manifestamos que queríamos negociar los aranceles, ya que 
la diferencia que hay entre lo que se le cobra a las grandes superficies y a las micro y pequeñas empresas está 
conduciendo a una macrocefalia empresarial, es decir, el negocio grande será más grande y el chico será más 
chico. Sin embargo, el contador Ottavianelli nos dijo que la Asociación de Bancos del Uruguay y los sellos 
emisores no iban a variar el statu quo vigente de los aranceles -es decir, los porcentajes que nos cobran- 
porque tenían un acuerdo de caballeros con el equipo económico hasta tanto no mejorara la facturación y la 
actividad de los bancos. 


Entonces, nosotros nos preguntamos: ¿si no hay una ley que ampare y proteja a la micro y mediana 
empresa, qué futuro tenemos? ¿El futuro del cierre? ¿El futuro de que los negocios grandes crezcan más o el 
de recurrir a ustedes, los representantes del pueblo, para explicarles nuestro problema, decirles que 
necesitamos su ayuda y que es preciso que se legisle para que no exista una posición dominante y leonina? 
Decimos esto porque, como ya manifesté, el contador Ottavianelli nos dijo que la Asociación de Bancos del 


Uruguay tenía un acuerdo con el equipo económico. En realidad, solo le faltó decir -no lo hizo- : “Ustedes 
hagan lo que quieran, pero nosotros de esta posición no nos vamos a mover”. Entonces, si esto no es una 
posición dominante, no sé qué es. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Quiero hacer una aclaración. Se dijo que aquí no hay negociación; sí, hay 
negociación. El lunes estaba prevista una reunión que no sé si era con ustedes o con Cambadu, que no se 
realizó por motivos formales. El Ministerio de Economía y Finanzas tenía prevista una reunión. Se ha 
negociado permanentemente. Esa posición que estableció Ottavianelli es cierta porque hay un acuerdo no 
para que ganen los bancos sino para que se incorporen nuevos colectivos para el uso de tarjetas de débito. 
Obviamente, el volumen de operaciones permite una reducción de los aranceles. Negociación hay. La 
reducción del 7% y el 8% que se cobraba antes al 2,2% que se cobra ahora, fue producto de la negociación; a 
eso me refería. La negociación sigue. 


Reitero que para anteayer estaba prevista una nueva reunión que se postergó por razones formales y no por 
razones de fondo. 


SEÑOR FERIS (Miguel).- La reunión del lunes era para formar una comisión a fin de empezar a trabajar y 
avanzar en la negociación. En realidad, la negociación nunca arrancó porque la comisión nunca se armó; 
recién se está delineando. Nosotros hemos tratado de tener el mejor vínculo y relacionamiento a fin de poder 
avanzar y destrabar este asunto. Tanto Julio como yo, nos dedicamos a ser empresarios. Tenemos una 
empresa y trabajadores que dependen de nosotros, y no tenemos mucho tiempo para este tipo de cosas; nos 
preocupa la sustentabilidad de la empresa y seguir laburando todos los días. A veces nuestros tiempos son 
muy acotados y necesitamos que todas las gremiales participen porque este no es un tema que nos atañe 
solamente a nosotros sino a todas ellas. 


En cuanto a la seguridad, si tenemos que retirar nuestro dinero, nos parece que sería bueno que se tenga en 
cuenta que ello tiene un costo. Nos están trasladando el costo de la seguridad a los empresarios y me parece 
que eso no es lógico. Si se trata de un tema de seguridad, que los bancos también se hagan cargo y que los 
emisores participen. No puede recaer solamente en nosotros. 


Me parece fundamental que quede bien en claro que nosotros no estamos en contra de los medios de pago 
electrónicos sino que estamos a favor de ellos. Creemos que es un buen sistema y lo que ha hecho el gobierno 
nacional hasta el momento y el avance son muy buenos. El foco de discusión es la posición que tienen los 
bancos y cómo ellos tienen la posibilidad de poner el arancel de la forma que se les antoja. Todas las tarjetas 
tienen el mismo arancel, es decir, no hay diferenciación, lo que deja en claro que ahí hay colusión. Además, 
hay un montón de cosas con las que no se cumple. Asimismo, distorsionan el mercado cuando hacen fuertes 
promociones para grandes superficies, lo que mata al pequeño comerciante en defensa del cual estamos: el 
que, por lo general, manda a sus hijos a estudiar y terminan siendo universitarios, y hace todo lo bueno para 
que sucedan cosas en la sociedad. Ellos dan oportunidad al emprendedor, son los que emprenden y los que se 
comen siempre las pérdidas. Por estas razones, nosotros siempre pedimos que se defienda al comercio, 
principalmente, el del barrio y cercanías. No estamos pidiendo otra cosa más que equidad e igualdad; la 
misma posibilidad de competir para todo el mundo. La dispersión sigue existiendo y está tan fuerte como 
antes. 


Nos preocupa que se ponga de ejemplo a otros países de la región; debemos comparar todo, no solo un 
aspecto, es decir, la política fiscal, cuánto vale un litro de nafta, cuánto vale la seguridad y meter todo adentro 
para saber que el costo al sector empresarial se le hace cuesta arriba. 


Reitero que defendemos al sector empresarial, que no tiene voz y nunca logra llegar a estos lugares. Se trata 
del comercio más aislado, que no puede competir y que no tiene quién lo defienda. 


SEÑOR QUEREJETA (José).- Antes que nada, quiero agradecer la claridad y solidez con que la delegación 
ha planteado este punto. 


Yo integro la bancada oficialista. En la Comisión discutimos los temas luego de que se retiran las 
delegaciones, pero dada la intervención del señor diputado Asti, quiero dejar en claro que en lo personal no 
comparto la política de los compañeros del equipo económico. Además, cabe agregar que en el Senado la 
bancada del Frente Amplio está discutiendo un proyecto de ley en el sentido de topear los aranceles. Esa es la 
postura que vamos a tener nosotros más adelante. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Quiero agradecer a la delegación por haber asistido a la Comisión para 
participar de este tema que ya tiene muchos antecedentes y mucha discusión en el debate parlamentario, 
aunque con pocos resultados. 


Hoy tenemos a consideración un proyecto que presentamos a principios de esta Legislatura con la firma de 
todos los legisladores del Partido Nacional. 


Seguimos entendiendo que es mejor tener una ley. Ha quedado claro que los bancos privados no quieren una 
ley, que el Banco República tampoco y que el Banco Central entiende que no es oportuno ni necesario 
regular estos aspectos por ley. Sin embargo, nosotros entendemos que sí lo es, que sería mejor tener un marco 
legal que establezca las reglas de juego. Quizás puedan discutirse flexibilidades dentro del texto que estamos 
planteando. 


Cuando analizamos la normativa, vemos que ahí hay una cantidad de regulaciones necesarias, que llenan 
vacíos; hoy no están reguladas las transacciones mediante estos medios y, por lo tanto, el proyecto de ley 
tiene una cantidad de aspectos que se deben regular. El corazón del asunto es el arancel que se cobra por el 
uso de las tarjetas de débito y de crédito. Este es el punto más complejo. 


El Banco Central sostuvo en esta Comisión que, de aprobarse este proyecto de ley, sería inconstitucional en 
la aplicación del artículo 133 de la Constitución de la República, en tanto establece que cualquier norma que 
establezca un precio máximo requiere iniciativa del Poder Ejecutivo. Además, entiende que los intereses o las 
comisiones que se cobrarían, serían un precio. Entonces, para fijar un precio máximo, tal cual se establece en 
el artículo 133 de la Constitución de la República, se requiere iniciativa del Poder Ejecutivo. Aprobar este 
proyecto de ley sin esa iniciativa, sería, por tanto, aprobar una ley inconstitucional en ese aspecto. Se 
desprende de lo manifestado por las autoridades, también por el propio Poder Ejecutivo, que no habría 
voluntad para enviar esa iniciativa. Esta es la opinión de la jurídica del Banco Central y de su Directorio, que 
así lo expresó aquí. Me gustaría saber si ustedes tienen alguna opinión al respecto y fundamentos para 
sostener que es constitucional desde el punto de vista técnico aprobar una norma de esta naturaleza sin la 
iniciativa que entienden las autoridad públicas que debe tener para aprobarse. 


SEÑOR FACAL (Julio).- Anteriormente, ya me explayé sobre el punto largamente. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Yo escuché pero no entendí el tema concreto de la iniciativa. Si lo explicó, pido 
disculpas. 


SEÑOR FACAL (Julio).- Nosotros dijimos que habiendo estado omiso el Poder Ejecutivo -porque lo que 
hizo fue conceder un servicio en régimen de monopolio a un oligopolio conformado por las entidades de 
intermediación financiera-, hizo que la población debiera obligatoriamente contratar el servicio financiero 
sobre todo para una serie de transacciones por la intermediación financiera, no habiendo fijado el precio de 
los aranceles. Lo que hace la ley por razones de interés general y evitando abuso de derechos, es fijar los 
límites que esos aranceles puedan tener; de ninguna manera regula precios. Además, entendemos que no se 
precisa para ello iniciativa privativa del Poder Ejecutivo, en la medida de que este fue omiso y, por lo tanto, 
ello no es inconstitucional. Lo que hace la ley, es equilibrar la situación de abuso de derecho así como lo hace 
la ley de usura en cuanto a los intereses; lo que hace la ley es poner un tope, pero no es inconstitucional. 


SEÑOR PAILLEX (Julio César).- En relación a lo que dijo el señor diputado Gandini, aprovecho la 
oportunidad para expresar cuál es nuestro punto de vista sobre este punto y el de la negociación. 


Los micro, pequeños y medianos comerciantes de todo el país esperamos tener una negociación en un plano 
de igualdad. ¿Qué quiero decir? Cuando se está negociando algo, tendrían que intervenir todos los 
interlocutores a un mismo nivel. 


La siguiente apreciación que voy a hacer es en forma personal y no desde el punto de vista institucional, y 
ya la manifesté a mis compañeros. No estoy de acuerdo con que las gremiales empresariales nos reunamos 
con un funcionario para que este tome ante sí y por sí la negociación de un tema tan delicado que afecta a 
tanta cantidad de uruguayos como es el de los aranceles. ¿¿A qué me refiero con esto? Nosotros esperamos 
que el señor Ministro de Economía y Finanzas sea quien encabece la negociación con nosotros y no que la 
derive a cualquier otro funcionario de menor escala. De esta manera, no estaríamos de acuerdo con la 
negociación; sabemos que nunca llegaríamos a nada porque las cabezas son las que deciden. Si bien se 


trabaja en forma colectiva, las cabezas son las que deciden. Esperamos que de aquí en más el señor Ministro 
de Economía y Finanzas encabece las negociaciones sobre el tema aranceles. Tal vez después de que escuche 
las razones -que estamos convencidos que son muy valederas- cuando logremos tener una reunión con el 
ministro -que hasta ahora no fue posible-, el propio Poder Ejecutivo impulse el tratamiento de esta norma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos vuestra presencia y los insumos e intercambios realizados, que 
seguramente serán tenidos en cuenta en el análisis de este asunto. 


(Se retira de Sala la Confederación Empresarial del Uruguay) 


(Ingresa a sala una delegación del Centro de Almaceneros Minoristas, Baristas, Autoservicistas y Afines del 
Uruguay) 


La Comisión tiene el gusto de recibir a la delegación de Cambadu, integrada por su presidente, señor 
Mario Menéndez; el vicepresidente, señor Daniel Fernández; los vocales del Consejo Directivo, señores 
Daniel del Castillo y Fernando Fernández, y el gerente general, contador Adrián Cabrera. 


La delegación ha solicitado ser recibida a efectos de dar su opinión sobre el tema a estudio de la Comisión 
referido a la regulación del sistema de tarjetas de crédito. 


SEÑOR MENÉNDEZ (Mario).- Agradezco que nos reciban. Solicito que el gerente general explique lo que 
estamos sufriendo. 


SEÑOR CABRERA (Adrián).- En primer lugar, quiero aclarar que Cambadu comparte los aspectos jurídicos 
que el doctor Facal trasmitió junto a la anterior delegación que visitó la Comisión. Con él hemos trabajado 
sobre estos temas. 


Recibimos el proyecto de ley que se está analizando. Desde Cambadu y desde otras gremiales colegas, 
tenemos un mayor grado de satisfacción que el que teníamos desde hace un tiempo, en la medida en que se 
procura legislar sobre las tarjetas de crédito, de débito y los medios electrónicos de pago en general. 


También sabemos que hay otro proyecto presentado por el señor senador De León y sería muy bueno que 
fuese tenido en cuenta simultáneamente a este, ya que tiene aspectos más aggiornados en lo que tiene que ver 
con los porcentajes de aranceles que se fijan y con otros aspectos. 


Desde Cambadu, los aspectos más relevantes que apoyamos de ambos proyectos tienen que ver con la 
fijación de aranceles. Nosotros estimamos que los aranceles no pueden superar el 1,5% en las tarjetas de 
crédito; 0,5% en las tarjetas de débito y 0,5% en la dispersión máxima entre los comercios que pagan más y 
los que pagan menos. 


Otros aspectos que nos parecen de gran relevancia a tener en cuenta en una norma -más allá de la fijación 
propia de los aranceles y de la dispersión entre ellos- tienen que ver con otro instrumento de dinero 
electrónico, que seguramente afecta más al sector de la alimentación o de la comercialización de productos 
alimenticios. Me refiero a los tiques de alimentación -que hoy están plastificados-, que no son más que una 
tarjeta de débito. A través de este instrumento, la empresa pagadora de salarios depositó el dinero. Cuando el 
consumidor, el beneficiario, el usuario, el empleado de dicha empresa hace uso de la tarjeta, ya hay un dinero 
depositado. Esto no difiere en absoluto de los tiques de alimentación y parecería estar considerado. Al día de 
hoy, los aranceles que tienen que ver con los tiques de alimentación -que son de plástico- no solo superan a la 
tarjeta de débito, sino a la tarjeta de crédito; algo inadmisible. Creemos que los tiques de alimentación tienen 
que ser incorporados como una tarjeta de débito, porque no son más que eso. 


También es importante tener en cuenta que los beneficios y las promociones que hacen los emisores y los 
bancos en el mismo sector de actividad deberían ser accesibles para todos los comerciantes; no puede haber 
diferenciación. 


Otro tema que preocupa en gran medida son los altos niveles de retención a cuenta del pago de impuestos 
que se hace a los comerciantes cuando aceptan como medio de pago los instrumentos electrónicos. Sabemos 
muy bien cuál es el sentido de esto. No es que uno discrepe con la retención como pago a cuenta de 
impuestos; es una forma de contralor que creemos válida, pero hoy los niveles de retención son muy 


elevados. La comercialización con el instrumento electrónico ya de por sí constituye un control de cuánto 
factura el comercio. En ese sentido, a muchos de nuestros comerciantes se les genera un desfase financiero 
bastante importante. La argumentación en muchos casos ha sido: “Esta es la primera vez; son los dos 
primeros meses cuando se le genera la retención. Después, es como una especie de calesita”. Ojo, porque 
estamos en un proceso de crecimiento. Por lo tanto, la calesita nunca es la misma. El uso de dinero 
electrónico está creciendo. 


Debo destacar que los integrantes de la delegación de Cambadu en absoluto estamos en descuerdo con el 
uso de los medios electrónicos. Creemos que es un medio de pago válido. Sí estamos en desacuerdo con los 
altísimos costos y cómo ha sido implementado con relación al comerciante. 


Siempre pongo como ejemplo que debe ser tenido en cuenta la situación de los comercios adheridos a 
Cambadu: ¿saben cuánta es la rentabilidad, libre de polvo y paja, luego del pago de impuestos, de un 
almacén, de un autoservicio? Andaba en el entorno del 5% o del 6%, con un mix de venta en el que los 
medios electrónicos representaban el 10% o el 15% y el resto -el 85% o el 90%- era efectivo. El escenario 
deseado por el Gobierno es los medios electrónicos de pago sean la gran mayoría, el 70% o al 80%. Desde el 
año 2010 a la fecha -según la información que obtuve del Banco Central del Uruguay-, las transacciones con 
tarjetas de débito pasaron de US$ 74.000.000 a US$ 2.381.000.000; se multiplicaron por veintidós. Sin 
embargo, no se redujeron veintidós veces los aranceles. Sí se multiplicaron por veintidós las transacciones en 
millones de dólares. 


La rentabilidad de los comerciantes es del 5% o del 5,5%. Si sobre sus ventas tienen un 4,5% de las tarjetas 
de crédito y un 2% de las tarjetas de débito -en algunos casos; hace poco, hubo una pequeñísima reducción- 
¿qué pretendemos? Son muy pocas las salidas. El tipo se funde o pasa a la clandestinidad porque no tiene la 
capacidad de trasladar esto al precio, más aún cuando la competencia, las grandes superficies y otros 
comercios, de repente están pagando un arancel del 1% o un poco más por tarjeta, mientras nuestro 
comerciante está pagando un 4,5%. Por eso para nosotros la dispersión o el gap que debe haber entre el que 
paga más y el que paga menos tiene que ser como máximo un 0,5%. Entonces, es imposible sostener esa 
situación. Ni hablar en lo que respecta a determinados productos de rentabilidad mínima o nula -de por sí es 
nula-, para cuyo pago el comerciante, obligado por ley, tiene que aceptar la tarjeta, porque en la medida en 
que admite medios electrónicos de pago, no puede diferenciar productos ni establecer mínimos. Creemos que 
es válido considerar que el medio electrónico de pago tenga características similares al pago efectivo 
tradicional, pero mínimamente el efectivo debería tener los mismos atributos que el medio electrónico de 
pago, situación que no se da al día de hoy. Puede haber promociones, beneficios o descuentos si se utilizan 
tarjetas, pero no si se paga en efectivo. Si el comerciante quisiera hacer una promoción por pago efectivo, no 
puede hacerla. Ese es otro de nuestros grandes reclamos. ¿Por qué el comerciante tiene que hacerse cargo de 
los costos asociados a las transacciones, cuando ello implica, por ley, trasladar utilidad de un privado a otro 
privado? Estamos sacando dinero del bolsillo del comerciante para dárselo a otro privado monopólico. 


Creo que estas observaciones argumentan más que suficientemente la importancia de la regulación. No 
creemos -como se ha dicho en algún caso- que este tipo de regulación pueda ser vista como tercermundista. 
No; en el año 2015, la Unión Europea legisló en la materia, estableciendo topes de 0,3 y 0,2 a las tarjetas de 
crédito y de débito. De manera que esta no es una cuestión del tercer mundo. 


En cuanto a los niveles de retención -me parece que en algún momento lo mencioné-, consideramos que 
deben ser observados o tenidos en cuenta, de manera de no generar tal desfase financiero y costo. Al día de 
hoy, cuando un comerciante hace una venta, por ejemplo, a un beneficiario del Mides, al que se le descuentan 
los 22 puntos de IVA incorporados en los productos, no recibe el dinero. Si el comerciante vende un producto 
a $ 122, la tarjeta, sin considerar aranceles ni otros gastos, le da $ 100. Los $ 22 quedan como crédito fiscal. 
Eso genera un serio problema. El individuo paga a su proveedor con IVA incluido, no recibe ese dinero, que 
queda como crédito fiscal, además de la deducción de los aranceles, los gastos, el IVA, y todo lo que 
corresponde. Creo que eso debe ser tenido en cuenta. Inclusive, se descuenta el 22% en el caso de muchos 
productos que ni siquiera tienen IVA. Por ejemplo, si el beneficiario compra leche, también se descuenta el 
22%. 


Vuelvo a destacar la validez del efectivo como medio de pago para generar promociones y descuentos. 


En resumen, estas son argumentaciones o inquietudes que entendemos deberían quedar plasmadas. 
Consideramos que el proyecto de ley que nos hicieron llegar es una excelente iniciativa. Creo que sería sano 


analizar este proyecto conjuntamente con otro que también está en consideración y que por ser más reciente 
toma en cuenta otros elementos como los topes en lo que tiene que ver con aranceles, las promociones, el gap 
y establece los períodos de repago para el comerciante. Al respecto, hasta hace poco, por una transacción con 
tarjeta de débito se demoraba cuarenta y ocho horas en pagar al comerciante, lo cual es increíble. Al día de 
hoy, como un gran avance, se le paga a las veinticuatro horas, lo cual sigue siendo increíble, porque se trata 
de una transacción electrónica. Cuando un individuo paga con tarjeta de débito no le descuentan ese dinero a 
las veinticuatro horas, sino inmediatamente. Sin embargo, demoran veinticuatro horas en pagar al 
comerciante, además de la deducción de aranceles. 


Es cuanto quería decir. Muchas gracias. 


SEÑOR MENÉNDEZ (Mario).- Para defenderse, muchos han puesto carteles en los que se indica que el 
monto mínimo para pago con tarjetas es $ 200, pero tampoco se permite esto. No vamos a hablar de la 
seguridad, porque es otro tema, pero el comerciante se tiene que defender, debe establecer un mínimo para 
poder pagar los aranceles, que siguen siendo exagerados. Esto nos recuerda a la Coprín y la Dinacoprín 
-sobre todo los de más edad saben de lo que hablo-, en un momento en el que teníamos que presentarle todo 
-lo que vendíamos y lo que no vendíamos- en la calle Mercedes. Creo que estamos igualando lo que se hacía 
en aquella época tan jorobada. 


Acá estamos. Está en ustedes ayudar al almacén del barrio. Solo los que estamos en el tema tenemos idea de 
cuánta gente se funde por vender fiado. En ese sentido, el comerciante está muy expuesto: una persona le 
pide porque se le enfermó la patrona, otro porque tiene que operar al hijo, otro porque se enfermó. Y si en 
determinado momento el comerciante les pregunta hasta cuándo les debe vender fiado -lógicamente, a nadie 
le sobra la plata en esos almacenes de barrio- capaz que lo consideran un botón: “Tenés la guita y me dejás 


po? 


asi”. 


De manera que hay que considerar un montón de cosas que vive el que está prisionero de un mostradorcito. 
Hay que tener en cuenta que, a veces, ve a dos personas caminando por la calle y mirando para adentro del 
comercio; luego las ve pasando para el otro lado. Es difícil trabajar así. Y todavía se los masacra con todo lo 
que ya explicó nuestro gerente. Se deben modificar muchas cosas para que esta pobre gente pueda seguir 
viviendo y trabajando en su negocio y para que lo hagan, como todos los socios de Cambadu, desde la 
legalidad y el sistema, no por fuera. Hay muchos que no pagan nada; a esos no van a buscarlos. Creo que eso 
no es bueno. Buscan al que está dentro del sistema para ver en qué lo pueden agarrar. 


Es cuanto teníamos que decir. Si nos ayudan, seguiremos adelante. Si no nos ayudan, de todas maneras 
tendremos que salir adelante. 


Muchas gracias. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Queremos dar la bienvenida y expresar nuestro agradecimiento a las autoridades 
de Cambadu por haber aceptado nuestra invitación. Los representantes de Cambadu suelen venir al 
Parlamento porque muchas veces consideramos temas que los afectan. Su opinión siempre es bien escuchada. 


La Comisión de Hacienda está estudiando este tema desde hace tiempo. No hay una opinión unánime en 
cuanto a aprobar una ley que regule todos estos aspectos. Los bancos -tanto privados como públicos- que han 
pasado por esta Comisión entienden que ello no es necesario. De todas maneras, hay proyectos presentados 
para llenar vacíos y definir algunos aspectos. Ahora estamos recibiendo delegaciones que están del otro lado 
del mostrador, asociaciones que vinculan comercios de distinta naturaleza. 


En resumen, de acuerdo con lo manifestado por los representantes de Cambadu, no están en contra del 
sistema de inclusión financiera ni del uso de los medios de pago electrónicos, pero entienden que se debería 
fijar un arancel bajo, por ley -al menos eso entendí; están de acuerdo con el proyecto de ley que estamos 
analizando-, y permitir precios diferenciales con el pago de efectivo con respecto al pago con tarjeta, así 
como promociones. Asimismo, consideran que podrían establecerse mínimos por debajo de los cuales el 
comercio podría tener la libertad de no aceptar el pago con tarjeta. 


Me parece importante pasar en limpio todos estos puntos a fin de tenerlos claros a la hora del análisis del 
articulado que tenemos a consideración. 


Creo que el asunto principal para Cambadu es que tanto el crédito, el débito, como el pago en efectivo 
puedan utilizarse con la misma libertad que existió toda la vida, sin diferencias ni distorsiones, sin que el 
comercio deba terminar pagando una comisión casi obligatoria por usar el medio de pago electrónico. 


Esto es lo que entendí de lo expuesto por las autoridades de Cambadu. Reitero que es importante que lo 
dejen claro para tenerlo en cuenta al momento de trabajar sobre el articulado de este proyecto de ley, si hay 
voluntad de aprobarlo. 


Gracias. 
SEÑOR CABRERA (Adrián).- Quiero confirmar algunos de los aspectos mencionados. 
En efecto, no estamos en contra del uso de medios electrónicos de pago. 


Obviamente, tenemos observaciones con respecto a la denominada Ley de Inclusión Financiera. Lo que más 
nos preocupa, existiendo la Ley de Inclusión Financiera, es lo que refiere a la posibilidad de diferenciar y, 
eventualmente, trasladar a costos los aranceles que se cobran, además de diferenciar el efectivo, lo cual hoy 
está inhibido por el artículo 64, claramente inconstitucional. Por lo tanto, decimos sí a la fijación de aranceles 
por ley a los niveles que estamos estableciendo, es decir, 0,5 y 1,5 para las tarjetas de débito y de crédito 
respectivamente. 


En cuanto a lo que mencionó el diputado Gandini en el sentido de que pueda usarse la tarjeta de débito, de 
crédito o el efectivo como antes, con total libertad, creo que el pasado también nos deja una enseñanza en 
cuanto a las acciones corporativas monopólicas de determinados grupos. Ahora se prohíbe, por norma, 
diferenciar el efectivo. ¿Qué pasaba antes, cuando los comerciantes decidían, por ejemplo, que el pago 
contado tenía un 5% de descuento? Las empresas de tarjetas de crédito le decían: “Te cancelo las tarjetas por 
tanto tiempo”. Si eso no es colusión, si no es una actitud corporativa, me gustaría saber qué es. Por lo tanto, 
eso también debe estar inhibido porque estaría atentando contra la libertad de comercio. 


Entonces, destaco y reafirmo algunos aspectos ya mencionados, como el de los aranceles, la dispersión -de 
la que ya hablamos, la libertad para trasladar al costo y generar descuentos por pago efectivo. En lo que 
tiene que ver con los aranceles, consideramos que deben ser iguales en el mismo sector de actividad. Si hay 
beneficios, promociones o descuentos para un sector de actividad, todos los comercios de dicho sector de 
actividad deberían tener acceso a ellos, es decir, no debería estar sesgado. 


Ya hablamos con respecto a las retenciones. 


Sabemos muy bien que cuando se trata de aspectos que hacen a la interacción entre un grupo 
extremadamente poderoso y concentrado -como es el que maneja los medios electrónicos de pago- y otro de 
comerciantes con menor poder de negociación y totalmente atomizados, es difícil llegar a un acuerdo que sea 
al menos lógico para ambas partes, sin la intervención de quien ha promovido, por norma, el uso de medios 
electrónicos de pago -en muchísimo casos obligatorios por determinados montos y para ciertas operaciones-, 
obligando a que se trasladen utilidades, trabajo y producto del trabajo de un sector de actividad hacia otro 
-que nada pobre debe ser- que, como dije, ha multiplicado por veintidós sus transacciones en dólares desde 
2010 a la fecha. Creo que pocos sectores de actividad multiplicaron esa cifra por veintidós. Preguntaría a 
cualquier autoservicista o almacenero si de 2010 a la fecha multiplicó por veintidós sus transacciones y sus 
ventas. En aquel año se cobraba un 7%. ¡No existía la tarjeta de débito! Nadie la conocía y de eso todos 
somos conscientes. Se manejaba la tarjeta del cajero automático; nadie sabía que era una tarjeta de débito. 
Por lo tanto, podían fijar un 35% de arancel. Pero ahora nos importa lo que se está fijando hoy, un dos y pico 
por ciento por una transacción que, prácticamente, no tiene costo alguno. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Como decía algún otro legislador, muchas veces hemos recibido a Cambadu en 
esta Comisión hablando de diversos temas, en particular cuando se consideró el proyecto en la Legislatura 
pasada, que fue aprobado en la Cámara de Diputados, con algunas diferencias respecto al que se está 
planteando hoy. Obviamente, la situación era bastante distinta de la actual. Recién el señor gerente recordaba 
algunas argumentaciones que establecen que antes las tarjetas de débito tenían aranceles del 7%. Sí, es cierto 
y nosotros lo veíamos acá. Además lo repetí hace un rato con otra delegación. Recuerdo específicamente una 
denuncia de los hoteleros de Maldonado porque a determinado hotel de equis dimensión le cobraban un 
arancel del 7% u 8% y a otro de mayor dimensión le cobraban el 1%, 2% o 3%. 


Más allá de discutir la ley, tenemos que llegar a una negociación porque la realidad ha ido cambiando, entre 
otras cosas, porque se ha ido aumentando el número de operaciones. Dentro de esa negociación está previsto 
que se sigan modificando aranceles, en función de la incorporación de nuevos colectivos a estas 
transacciones. 


Por tanto, cuando hablamos de tarjetas de débito -antes podía decirse que no se utilizaban- tenemos que 
considerar que había un arancel fijado de 7 u 8 puntos para las empresas menores, con el compromiso de 
bajarlo al 1,5% cuando se incorporaran nuevos colectivos. 


También hay que considerar los plazos de acreditación y en particular, en las tarjetas de débito eran muy 
superiores a las 24 horas, que están establecidas hoy. Seguramente, de la intervención de los representantes 
del Banco Central habrán leído que se espera que en los próximos meses se logren acuerdos para la 
acreditación, prácticamente en línea, como se hace el débito a los clientes. 


Tengo una serie de medidas listadas que se han hecho a favor de los comercios y, en particular, de los 
pequeños comercios pero no la voy a leer. Si el señor Presidente me autoriza, se la dejo para que la entregue a 
la delegación y que conste en la versión taquigráfica. 


Son ocho puntos que muestran las modificaciones planteadas a favor de los comercios y, en particular, de 
los pequeños comercios. Esto fue motivo de mi intervención, cuando hablamos de las retenciones de 
impuestos. Para los que no son contribuyentes CEDE -o sea los del control especial de empresas, que son los 
grandes contribuyentes- la retención de impuestos pasó del 5% al 2% y no así para los monotributistas. 
Recientemente, en este Parlamento votamos un régimen de transacción para facilitar la incorporación de 
comercios al uso de medios electrónicos, considerando solo una parte, es decir los que operan con tarjetas o 
medios electrónicos. Entre otras medidas votamos el arrendamiento del POS, el apoyo para la incorporación 
de tecnología, la interoperabilidad. Antes, a los socios que tenían un tipo de tarjeta, se les exigía que tuvieran 
un tipo de tarjeta y ahora no. Ahora puede optar por tener uno o los dos. 


También se habló sobre lo que pasa en Europa. Conocemos por una publicación argentina cuáles son los 
niveles de aranceles en los países de la región. 


El señor Presidente decidirá si se entrega este material a la delegación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Distribuimos el material que acerca el señor diputado Asti, agregándolo a la versión 
taquigráfica. 


(Apoyados) 
SEÑOR POSADA (Iván).- Quiero agradecer los aportes realizados por la delegación de Cambadu. 


Ciertamente, este es un tema de dificil abordaje en la medida en que hay muchos aspectos en juego. La 
aprobación de la mal llamada ley de inclusión financiera, establece las operaciones bancarias como centro de 
toda esa norma. Nosotros la criticamos en su momento. 


En la medida en que apuntaba a contrapelo de la cultura que tenemos en el Uruguay, decíamos que iba a 
generar una serie de inequidades, que creo que son las que hoy están presentes. Notoriamente, hay que tener 
algún tipo de legislación que ponga las cosas en su lugar, sobre todo, ante una relación tan desigual como la 
que se da. Está claro que en lo que refiere a la participación de los bancos, hay una situación oligopólica. 
Aquí aparece un dato que es importante. Recién se hablaba del crecimiento obtenido en materia de tarjetas de 
débito. Y hay que decir que la participación del Banco de la República -así fue expresado aquí por su 
Presidente- es sustancial dentro del mercado de las tarjetas de débito. Por tanto, es un tema sobre el que 
tenemos que avanzar, teniendo en cuenta aspectos que no podemos dejar de lado, por ejemplo, el 
señalamiento que ha hecho el Banco Central -oportunamente, también del Poder Ejecutivo- en cuanto a no 
vulnerar la Constitución de la República en lo que refiere al artículo 133. 


Por tanto, manifestamos nuestra disposición para trabajar y avanzar en una legislación sobre este tema, sin 
vulnerar el artículo 133 de la Constitución de la República. 


Con respecto a la imposición que se ha hecho de las tarjetas de débito, hay algún proyecto de ley presentado 
por nuestro compañero Pablo Mieres en el Senado, en particular en lo que tiene que ver con la dispersión. 
Creemos que, definitivamente, hay que abordarlo. Y hay que abordar otro aspecto que refiere a otra parte de 
esta situación, que para nosotros también aparece desprotegida. Es el tema de los consumidores, de los 
usuarios de las tarjetas de crédito, en particular, con relación a las tasas de interés. 


Creemos que los niveles que hemos fijado en la ley de usura respecto a los márgenes por encima de la tasa 
promedio del mercado, son demasiado altos. Tenemos una diferencia entre tasas activas y pasivas que es 
insólita en un mercado como el nuestro 


Por tanto, simplemente quiero establecer nuestro compromiso para trabajar sobre este tema, teniendo en 
cuenta las dificultades que existen desde el punto de vista del abordaje constitucional y teniendo presente que 
hay una situación de inequidad que nos preocupa. Lo decimos porque esto se va a ir incrementando por la 
importancia que toman las tarjetas de débito en el mercado. Es necesario que las inequidades existentes 
puedan ser corregidas de plano. Por ello va nuestra disposición a legislar sobre ese aspecto. 


SEÑOR CABRERA (Adrián).- Quiero redondear en lo que respecta a algunas manifestaciones de los señores 
diputados Alfredo Asti e Iván Posada. 


No lo dije, pero es real que para determinado segmento de empresas o dimensiones de empresas hubo una 
retención obligatoria, sobre todo para las transacciones con medio electrónico de pago. A todos se les retenía 
el 5%. Para aquellos contribuyentes de menor porte se redujo del 5% al 2%. Sin embargo los CEDE siguen 
en 5%. 


Observamos que las retenciones afectan porque se adiciona el 2% o el 5%. Las retenciones provenientes de 
compras con tarjeta de débito llevan los cuatro puntos de IVA, que tiene como beneficio el consumidor 
-¡bienvenido sea para él-, y se retienen al comerciante. Al que no se le abona es al comerciante. O sea que son 
los 2 más el 4. Igual sucede si alguien tiene el beneficio con la tarjeta de los nueve puntos de IVA en el 
restorán. Si un usuario del extranjero compra con una tarjeta y tiene los 22 puntos, en un restorán, en una 
arrendadora de autos, los puntos se retienen al comerciante. Siempre por encima del 2 y del 5. Reconozco 
que hubo una reducción para los que están debajo de los Cedes, pero consideramos que todas estas 
retenciones son muy importantes y, adicionalmente, también los aranceles. Por eso, alguna vez habrán 
escuchado, por error o desconocimiento, a algún comerciante que dice que el costo de la tarjeta es un 30%. 
Esto es por la suma de lo que hemos analizado más los aranceles. 


Con respecto a los procesos de negociación entre los bancos y el Ministerio de Economía y Finanzas 
decimos que está bien. Hubo una negociación. 


Recién decíamos que desde el 2010 a la fecha, por veintidós veces se multiplicó lo que tiene que ver con las 
transacciones en dólares en tarjeta de débito. 


Si observamos las paramétricas establecidas en el acuerdo de los bancos con el MEC oportunamente, 
partiendo de un monto base, se aplica una paramétrica para establecer cuáles son los distintos niveles de 
reducción de aranceles a los que se podría llegar. En esa paramétrica, para que el arancel y la tarjeta de débito 
alcanzara el 1,5%, esa negociación implicaba que al día de la fecha -porque también dentro de la paramétrica 
entra el juego de los años-, en el 2016, las transacciones en tarjeta de débito se tendrían que haber 
multiplicado por 180. ¡Ciento ochenta veces! 


Dijimos que es un éxito y lo trasmite el gobierno: el crecimiento de las tarjetas de débito desde 2010 a la 
fecha fue de veintidós veces. Es increíble que ahora -aplicando la paramétrica- se tenga que multiplicar por 
180 para alcanzar un arancel de 1,5. 


En lo que respecta a las tarjetas de crédito, para llegar a 3,5 de arancel, tendría que haber un crecimiento de 
623%. Eso refleja cuál era el nivel de la negociación y la factibilidad de alcanzar esos niveles de reducción. 


Voy a hacer algunos comentarios con respecto a lo planteado por el diputado Iván Posada. Estamos 
hablando de una actividad monopólica; se concedieron determinadas actividades exclusivamente a cierto 
sector de actividad. Generalmente, cuando el Estado concede una actividad en forma monopólica, cobra un 
canon y establece precios, pero acá no se está cobrando un canon ni estableciendo el precio de las 


transacciones. Además, cuando en la ley, en los proyectos o en nuestras iniciativas, manejamos el 1,5 o 0,5, 
establecemos un tope, no un precio. Por lo tanto, entendemos que no se está vulnerando el artículo 133 de la 
Constitución. 


Si bien no es nuestro rol, como nos debemos a los consumidores, comparto la importancia que se le da a 
todo lo que afecta al consumidor en todos los aspectos, no solo en lo que respecta a la ley de inclusión 
financiera. Cuando decimos que se debe permitir que el efectivo pueda tener sus promociones y que los 
medios electrónicos puedan tener incorporado el costo -que no lo genera el comerciante, sino que se lo 
encajan-, tenemos presente que debe ser siempre y cuando se cumpla con la Ley N* 17.250 sobre relaciones 
de consumo que establece que el consumidor tiene que estar claramente informado. Esa es nuestra 
responsabilidad, es decir, de los comerciantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia a la delegación. Tendremos en cuenta la 
información que nos han brindado. 


(Se retira de sala la delegación de Cambadu) 


Se pasa a considerar el asunto que figura en el segundo punto del orden del día: “Instituciones de 
Asistencia Médica Colectiva Integrantes del Seguro Nacional de Salud”, que el diputado Gandini solicitó 
fuera incluido. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Hemos conversado con la bancada acerca de la oportunidad de tratar la sobrecuota 
de inversión, que implica el aumento de fondos públicos. En pocas semanas comenzaremos a estudiar la 
rendición de cuentas y recibiremos información del Poder Ejecutivo sobre la situación fiscal. Se deberá 
incrementar el gasto público de acuerdo con las prioridades establecidas; veremos si esta iniciativa será 
incluida en esas prioridades. Por lo tanto, es conveniente esperar los datos de la rendición de cuentas y su 
contenido para poder tomar una definición. 


En base a lo que planteaba el Ministerio de Salud Pública hay metas de complementariedad con respecto a 
inversiones en las que todavía no se ha avanzado lo suficiente. Creemos que deberíamos dar tiempo a los 
acuerdos del MSP con los prestadores públicos y privados para que se pueda avanzar. 


Asimismo, se está negociando una nueva forma de cálculo de las cápitas. Si esto está pendiente, entendemos 
que no es oportuno definir esta sobrecuota adicional que impactará en las cápitas que va a pagar el Fondo 
Nacional de Salud a las instituciones de asistencia médica colectiva. 


En este momento, se está llevando a cabo una investigación judicial sobre la estafa al Fonasa. Yo no estoy 
en condiciones de acompañar este proyecto hasta que se aclare si existió responsabilidad de las instituciones 
en ese incremento indebido de las afiliaciones; creo que es necesario conocer los resultados de la 
investigación antes de tomar una decisión. 


Entonces, proponemos postergar la consideración de este tema hasta que tengamos toda la información de la 
rendición de cuentas. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Nosotros tenemos una visión muy crítica sobre los resultados de la reforma de la 
salud. Creemos que fue una reforma gatopardista, porque se cumplió lo que se señala en ese libro: cambiar 
algo para que todo siga como está. 


La atención de la salud en las instituciones de asistencia médica de nuestro país tenía un nivel relativamente 
adecuado; en Salud Pública los sectores de ingresos más bajos tenían dificultades. La reforma significó una 
transferencia de la sociedad a todo el gasto en salud. Basta con ver los cuadros que presentó en la Legislatura 
pasada el Ministerio de Economía y Finanzas para notar lo que fue el aumento del gasto de salud a partir de 
esta reforma. Cuando el producto interno bruto del país crecía a una tasa de 6% acumulativo anual, a partir 
del 2007 el gasto en salud creció a una tasa superior al 13%. La sociedad uruguaya ha hecho una 
transferencia extraordinaria al sistema de salud. Yo propongo que juzguemos los resultados. 


La realidad muestra que en Salud Pública ha habido una mejora en la atención. Sin embargo, los sectores de 
ingresos medios que se atendían, y atienden, en instituciones de asistencia médica colectiva sufrieron una 
notoria caída en el nivel de su atención. Las instituciones de asistencia médica no estaban preparadas para 


brindar servicios a ese nuevo colectivo que ingresó y ahora debían atender. Como consecuencia de ello se 
resintieron los niveles de atención para los sectores de ingresos medios. Los sectores de ingresos más altos 
emigraron a los seguros de salud. 


Si bien hay una mejor atención en el servicio de salud brindado por el Estado -entre otras cosas, porque 
atiende a menos personas-, la salud en su globalidad está gastando mucho más, pero no se traduce en una 
mejor prestación a los usuarios. 


Las mismas instituciones de asistencia médica que nos hicieron una larga exposición con respecto a lo que 
significaba en materia de pérdidas el ingreso de nuevos afiliados, cuando se abre el corralito -que no debería 
existir- desarrollan tal inversión en publicidad que en dos meses gastaron US$ 4.000.000 en publicidad; el 
diputado Asti me señala que han gastado US$ 12.000.000. Esa cifra muestra un gasto muy importante de 
parte de las instituciones de asistencia médica. 


La sociedad no debe realizar otro esfuerzo adicional como es el de esta sobrecuota de inversión. Pensamos 
que no, que debe haber un sinceramiento. Se debe hacer un análisis crítico de esta reforma de salud, no para 
desmontarla, sino para establecer criterios de gestión. Uno de los graves problemas que tenemos es la gestión 
del Estado, la forma en que se ha politizado y también el clientelismo político en la gestión del Estado. 


Entendemos que no corresponde apoyar esta propuesta para generar una sobrecuota. No creemos que el 
erario tenga que hacer nuevos esfuerzos para tratar de financiar una inversión del sector de la salud, porque 
entre otras cosas, parte del sobre gasto que existe se debe a que no hay coordinación. Seguimos teniendo un 
sobre dimensionamiento en materia de algunos servicios que se prestan en la salud que genera un costo que, 
en definitiva, asume la sociedad. 


Deberíamos hacer un análisis crítico y un sinceramiento real para tratar de dar una respuesta acorde a las 
expectativas que se generaron con la reforma que planteó el Poder Ejecutivo en el año 2007. 


SEÑOR QUEREJETA (José).- Mi postura es la misma que la del diputado Asti. 


Pocas veces tenemos espacios de este tipo para discutir políticas en estos asuntos. No comparto lo que dijo 
al inicio el diputado Posada, pero sí el desarrollo posterior. No creo que se haya hecho una reforma para dejar 
todo como estaba, sino que me parece que ha habido mejoras. No obstante, comparto el planteo de tener una 
discusión crítica de los dineros que se han transferido al Sistema Nacional Integrado de Salud y los 
resultados. 


A mi entender, hay sectores de la población que antes no estaban incluidos en el sistema de salud con la 
calidad que tienen ahora y es cierto que los sectores medios nos hemos visto resentidos en la atención de la 
salud. Por lo tanto, creo que sería bueno llevar a cabo una discusión profunda en el sistema de salud, tanto 
privado como público. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Tenemos delante nuestro un proyecto de ley sobre el que debemos 
pronunciarnos y hay diferentes consideraciones. 


Si lo que se quiere es postergar este asunto hasta tener una discusión sobre el funcionamiento y los 
resultados del Sistema Nacional Integrado de Salud, estoy totalmente de acuerdo, porque nos cuesta una 
fortuna y es muy malo. Sin embargo, no creo que el Gobierno esté dispuesto a tener esa discusión. Me parece 
que nos están poniendo una excusa para no tratar este proyecto. Si se quiere llevar a cabo la discusión, 
pongamos fecha y empecemos a analizarlo. Esto fue lo que propuso el diputado Posada y algún otro 
legislador dijo que estaba de acuerdo. 


No obstante, en la sesión pasada y en esta se dijo otra cosa. La cuestión de fondo es que hay un botín. Es 
decir que este proyecto de ley implica invertir un volumen de dinero y hay que ver si no sirve para otra cosa 
cuando se discuta la rendición de cuentas. O sea que se quiere dejar para después y a lo mejor esos 
US$ 12.000.000 se pueden usar para otra cosa. Vamos a no engañarnos. Si se quiere discutir el fondo del 
asunto en cuanto al funcionamiento del sistema, lo hago porque me encanta. Gastamos una fortuna en 
transferencias a un sistema que no ha funcionado bien y que tiene una pésima gestión. 


También puede pensarse que se aplaza el tratamiento del proyecto a la espera de lo que pase con el asunto 
de la estafa. Eso va a demorar un buen tiempo y ya sabemos más o menos lo que pasó. Este proyecto refiere a 
una sobre cuota de inversión y no tiene nada que ver con la estafa. Esta iniciativa tiene que ver con uno de los 
aspectos que ha quedado a mitad de camino. Se ha hecho una transferencia importantísima de pacientes y, 
obviamente, de recursos económicos al sector mutual que no estaba preparado para recibirlos. Es lógico que 
se requieran nuevas inversiones porque se trata de un sector muy dinámico que necesita permanentemente 
nuevas tecnologías que ayudan a mejorar la calidad de vida. Una de las grandes inversiones que se hizo fue la 
informatización, es decir, la historia clínica electrónica. 


En definitiva, se debe analizar el asunto en ese contexto. Si se trata de un esfuerzo público y privado para 
mejorar la infraestructura y la inversión que requieren los prestadores de salud, nosotros estamos dispuestos a 
acompañarlo, pero queremos que se deje claro por qué se quiere postergar. Es decir, si se va a esperar a la 
rendición de cuentas para ver si hay otras cosas que políticamente se entiendan más importantes para volcar 
el dinero y se le va a decir al sector de la salud que espere, como se hizo con los judiciales, o si hay que 
discutir la aplicación del Sistema Nacional Integrado de Salud. Vamos a dejarlo claro, porque así sabemos 
qué vamos a votar. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Lo de la rendición de cuentas quedó claro y otros legisladores se han expresado 
sobre ese asunto. 


Además, voy a agregar otros puntos que tienen que ver con la discusión del actual sistema de financiamiento 
y coparticipación entre lo público y lo privado. Uno de ellos es la complementariedad. Hoy se está 
discutiendo y se está intentando llegar a metas de complementariedad, ya que como dijo el ministro de Salud 
Pública -podemos repasar la versión taquigráfica- no son satisfactorias. El diputado Posada puso el ejemplo 
de las inversiones en competencia que se hacen en el sector privado y tenemos discusiones todos los días 
sobre ese asunto. O sea que la complementariedad es uno de los aspectos que queremos incorporar a la 
discusión de este proyecto, en el momento en el que las metas tengan avances significativos. 


También, en este momento, se está dando la discusión sobre los criterios de fijación de cápitas y esto tiene 
mucho que ver con el financiamiento total del sistema. Esto de alguna manera se enraba con el otro punto que 
planteó muy claramente el diputado Posada. Acá se nos dijo expresamente -está muy bien recogido por los 
compañeros taquígrafos en la versión taquigráfica- que era un honor recibir nuevos afiliados, pero por cada 
afiliado que ingresaba se perdía más dinero. Es decir que tenemos que saber si el monto de las cápitas está o 
no bien determinado y cuáles son los criterios para aplicarlo. Además, debemos analizar la campaña para 
captar afiliados, ya sea la “legal” -entre comillas; en algún momento intentamos reducir la publicidad de las 
instituciones de salud y se pusieron determinadas condiciones en el sentido de que no podían atraer afiliados 
simplemente mostrando el paraíso que son, sino que tenían que tener fundamentos de salud- como la 
intermediación lucrativa. Siempre la intermediación lucrativa se explica porque alguien pone dinero para que 
ingresen nuevos socios. Algunos violaron la ley de intermediación lucrativa y otros crearon falsas afiliaciones 
a través de lo que conocemos como la estafa al Fonasa, que está en un proceso de dilucidación. Hasta ahora 
simplemente han sido procesadas algunas personas que llevan a cabo la intermediación lucrativa y 
funcionarios de las mutualistas, pero hasta ahora no se ha indagado a las direcciones de esas mutualistas que 
son los beneficiarios finales de ese proceso. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- En la medida en que los diputados de las diferentes bancadas han 
ingresado al fondo del asunto, voy a hacer algunas referencias con respecto al proyecto de ley que tenemos a 
estudio. 


Comparto lo que ha manifestado el diputado Posada. Ha quedado demostrado que el Sistema Nacional 
Integrado de Salud tiene grandes falencias, entre las que se encuentra el nivel de contralor de las autoridades 
en cuanto a la gestión. La prueba está en la estafa que se llevó a cabo contra el Fonasa y que en los últimos 
tiempos se ha llevado al procesamiento de gran cantidad de personas. 


En la medida en que está demostrado que no hay ningún tipo de contralor de las autoridades sobre lo que se 
gasta, tanto por cápita como en el nivel de inversiones que hace cada una de las entidades que integran el 
sistema, para nosotros es muy difícil votar un proyecto de ley que nuevamente va a implicar que esos dineros 
no se gasten en forma eficiente. Por supuesto, esto repercute en el déficit que tiene el sistema, que según se 
dijo por parte de representantes de una delegación, es aproximadamente de US$ 570.000.000 y esta sobre 
cuota lo aumentaría. 


Por otra parte, leyendo la versión taquigráfica de la última sesión en la que no estuve presente, me 
sorprendió que se diga que esto va a repercutir en el déficit del Estado. Lo sabíamos desde el inicio, así como 
también eran conocidos muchos de los aspectos que mencionó el diputado Asti, sobre todo, con respecto a lo 
que se paga por cápita por cada uno de los trabajadores o jubilados que están incluidos en el sistema. 


A nosotros nos parece que está demostrado que el sistema no tiene ningún tipo de contralor y que el déficit 
se va a ver aumentado y lo va a terminar pagando la gente. O sea que votar una sobre cuota de inversión sin 
saber si efectivamente se va a invertir en lo que el Ministerio de Salud Pública vaya a aprobar, para nosotros 
es muy difícil. 


Por otra parte, si el Poder Ejecutivo tiene la intención y lo ha venido ratificando en cada una de sus 
exposiciones aquí en Comisión que es necesario aprobar este proyecto de ley, no entendemos por qué se 
propone postergar la discusión para después de la rendición de cuentas, puesto que esto va a causar más 
déficit dentro del sistema. Por lo tanto, se debería poner a votación el proyecto de ley y definir un destino 
para la iniciativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hubo una serie de planteos de fondo sobre el Sistema Nacional Integrado de Salud 
y entiendo que esta discusión no puede sustraerse a ese debate porque está íntimamente ligado. También es 
cierto que existe una Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, por lo que propongo enviar la versión 
taquigráfica del día de hoy a ese ámbito, porque seguramente este asunto está en su agenda. 


Por otra parte, la bancada del Frente Amplio propuso postergar el tratamiento del proyecto sin un plazo 
específico, en función de una serie de factores que tienen que ver con la rendición de cuentas, con metas de 
complementariedad, la discusión sobre el monto de las cápitas y el proceso judicial que está en curso debido 
a una estafa al Fonasa. 


Por otra parte, otras bancadas plantearon la necesidad de definir el tema, más allá de que el proyecto se vote 
O NO. 


En realidad, teniendo en cuenta que hay bancadas que no están en condiciones de definir la aprobación del 
proyecto, ya que consideran que hay otras circunstancias para analizar, creo que se debería postergar el 
tratamiento de este tema. Para ello, lo único que se debería hacer es no incluirlo en el orden del día de la 
Comisión hasta que se entienda pertinente volver a discutirlo. Por tanto, si llegáramos a un acuerdo en ese 
sentido, nos evitaríamos votar en este momento; solo se sacaría el tema del orden del día, y se volvería a 
incluir cuando se considere oportuno discutirlo o cualquiera de los integrantes de la Comisión lo plantee. 


Por lo tanto, si estamos de acuerdo, el tema se mantendrá en agenda, pero no se incluirá en el orden del día 
de las próximas sesiones. 


(Apoyados) 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Si esa es la voluntad mayoritaria, no vamos a provocar una votación, ya que está 
claro cuál será el resultado. 


Por lo tanto, estamos de acuerdo con que el tema se mantenga en agenda y fuera del orden del día hasta que 
mayoritariamente se entienda que es el momento de discutirlo. 


En tal caso, propongo que la versión taquigráfica de esta parte de la sesión se envíe a los interesados, es 
decir, a los organismos del Poder Ejecutivo que vinieron a defender el proyecto y son firmantes de la 
iniciativa y a las instituciones que comparecieron -invitadas por nosotros o a su solicitud- para referirse al 
tema. Creo que deben saber cómo fue el debate y cuál fue su resultado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, mantendremos el tema en agenda, pero fuera del orden del día hasta que 
la mayoría entienda que es el momento oportuno para considerarlo, y se enviará la versión taquigráfica de 
esta parte de la sesión a la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social de la Cámara de Representantes y a 
las delegaciones que concurrieron para referirse a este proyecto de ley. 


(Apoyados) 


Por otra parte, tenemos dos asuntos para considerar. 


En primer lugar, debemos definir cómo seguir adelante con la consideración del proyecto de ley de 
regulación de tarjetas de crédito que estamos considerando; debemos resolver si lo haremos ahora o si 
postergaremos esta decisión. 


Por otra parte, una entidad denominada Confiar -Cooperativas Nacionales Financieras Aliadas en Red-, que 
incluye a las cooperativas Cintepa, Artigas y Cacson, solicitó una audiencia con la Comisión para hacer 
referencia al orden de prioridad que tienen adjudicado las cooperativas de ahorro y crédito para las 
retenciones de haberes. 


Este tema también fue planteado por tres asociaciones de cooperativas en la Comisión Especial de 
Cooperativismo; me refiero a Cossac, a la Asociación de Cooperativas de Ahorro y Crédito, ACAC, y a la 
Cámara Uruguaya de Cooperativas de Ahorro y Crédito de Capitalización, Cucacc. 


En la sesión anterior, la señora diputada Galán planteó que se convocaran a estas tres entidades, teniendo en 
cuenta que en la Comisión Especial de Cooperativismo se les recomendó que concurrieran a la Comisión de 
Hacienda para hablar de este tema. 


Por tanto, tendríamos que responder a la solicitud realizada por Confíar, y convocar a las restantes tres 
entidades. 


Si todos están de acuerdo, creo que podríamos recibirlas en la misma jornada, que podría ser la próxima 
sesión. Las podemos recibiremos a todas juntas o en forma separada, pero deberíamos consultarles. 


SEÑOR POSADA (Iván).- En realidad, el motivo que tuvo Confiar para solicitar una audiencia con esta 
Comisión es el mismo que el de las otras entidades. Por tanto, creo que deberíamos recibirlas a todas juntas 
para que realicen un planteo conjunto del tema. Hago esta propuesta porque si las recibimos en forma 
separada escucharemos el mismo planteo que, además, todos conocemos. Digo esto porque lo que quieren las 
cooperativas -nosotros compartimos la visión del movimiento cooperativo- es que su accionar sea 
considerado como un acto cooperativo, y tener un tratamiento similar al que reciben otras entidades. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Dado que estas cooperativas fueron a la Comisión de cooperativismo, por este 
tema y otros, sería conveniente precisarles que aquí vamos a tratar el orden de prioridad; es decir, invitarlas 
conjuntamente como se ha decidido para que se expresen sobre el orden de prioridad. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Quizás, podemos citar a esas tres asociaciones de cooperativas que 
comparecieron juntas a la Comisión de cooperativismo, pero Confíar pidió una entrevista y pienso que habría 
que hacer dos agrupamientos. Si ellos estuvieran todos de acuerdo, no habría problema; pero darles la 
oportunidad de decidir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A fin de tener un tratamiento equitativo con todas, propongo consultarles si tienen 
objeción para comparecer juntas. Si tuvieran objeción, las citaríamos a todas por separado cada veinte 


minutos. 


(Apoyados) 


Entonces, fijamos dicha comparecencia para la próxima sesión y también valoraríamos cómo seguir con 
el punto pendiente de resolución. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Al respecto, tendríamos estas audiencias el miércoles 3. Tengo información que 
el siguiente miércoles está propuesta la interpelación al ministro Nin Novoa. Entonces, quedaría para el 
siguiente miércoles. Ahí dejo la posibilidad de que si bien hemos recibido a todas las delegaciones por este 
tema, creo que es pertinente convocar a algún catedrático en materia constitucional por un tema que está en 
debate: el Poder Ejecutivo y los bancos tienen una visión, y las organizaciones tienen otras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, hay un planteo específico de índole jurídico. Tenemos que ver a quién 
invitamos. 


SEÑOR POSADA. - Al doctor Martín Risso Ferrand. 
(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si están todos de acuerdo, le haríamos llegar la consulta específica y las versiones 
taquigráficas, así como la invitación a comparecer a la Comisión el miércoles 17. 


No habiendo más asuntos para tratar, se levanta la reunión. 


Ver documento adjunto 
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